

Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintiséis. 

[bookmark: _GoBack]Visto el expediente relativo al recurso de revisión 10199/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por XXXXXXX XXXXXX XXXXX XX XXX, en lo sucesivo se le denominará la parte Recurrente, en contra de la respuesta a su solicitud de información con número de folio 00744/SECTI/IP/2025, por parte del Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación en lo sucesivo el Sujeto Obligado; se procede a dictar la presente resolución, con base en los siguientes:

I. A N T E C E D E N T E S:

1. Solicitud de acceso a la información. Con fecha once de agosto de dos mil veinticinco, la parte Recurrente formuló solicitud de acceso a información pública al Sujeto Obligado a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense, en adelante SAIMEX, requiriéndole lo siguiente:

“A través dl SICOSIEM y en versión Publica, Solicito, la siguiente información: 1) Régimen laboral bajo el cual se encuentra vinculada la persona identificada como Sayra (doctora o médico), de quien se desconocen apellidos, y que ha desarrollado actividades en el área denominada “Servicio a las Ciencias Aplicadas al Deporte”. 2) Fundamento o explicación documental de por qué el Dr. Jorge Luis Reynoso Barbosa, titular del área, permitió que dicha persona se involucrara en la información generada por el departamento a su cargo, considerando que es de carácter delicado y confidencial conforme a la Ley de Transparencia y la Ley de Protección de Datos Personales. Solicito que la información esté sustentada con documentos oficiales que acrediten dicho régimen laboral, omitiendo datos personales no indispensables, 3.- mencione que vinculo personal o sentimental, tiene el Dr. Antes mencionado si no esta incurriendo en el nepotismo? De acuerdo al articulo Artículo 63 Bis. que a la letra dice Cometerá nepotismo el servidor público que, valiéndose de las atribuciones o facultades de su empleo, cargo o comisión, directa o indirectamente, designe, nombre o intervenga para que se contrate como personal de confianza, de estructura, de base o por honorarios en el ente público en que ejerza sus funciones, a personas con las que tenga lazos de parentesco por consanguinidad hasta el cuarto grado, de afinidad hasta el segundo grado, o vínculo de matrimonio o concubinato”

Modalidad elegida para la entrega de la información: a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense. 

2. Respuesta. Con fecha veinte de agosto de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado envió su respuesta a la solicitud de acceso a la información a través del SAIMEX, la cual versa como sigue: 
[bookmark: _heading=h.3znysh7]
“En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:
Con fundamento en los artículos 53 fracciones II, V y VI, 163 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en respuesta a su solicitud de información se adjunta el Acuerdo de respuesta de fecha diecinueve de agosto de dos mil veinticinco.
ATENTAMENTE
Lic. Rodrigo Ulises Rojas Muñoz.”

Del mismo modo, el Sujeto Obligado adjuntó a su respuesta los archivos electrónicos denominados “RESPUESTA_UT_744.pdf, RESPUESTA_SPH_744_personal.pdf y RESPUESTA_SPH_744_deporte.pdf”, los cuales contienen lo siguiente: 

· RESPUESTA_UT_744.pdf: Oficio número 22800007010000S/1962/UT/2025 de fecha diecinueve de agosto de dos mil veinticinco, signado por el Titular de la Unidad de Transparencia, mediante el cual informó que después de una búsqueda exhaustiva y razonable en los archivos de la Unidad Administrativa competente, mediante los oficio número 22804001010001L/3786/2025 y 228C4401A/208/2025, el Servidor Público Habilitado en la Dirección de Administración y Desarrollo de Personal, y el Instituto del Deporte del Estado de México remitieron la información que obra en sus archivos, con la que dan atención a su solicitud de información pública.

· RESPUESTA_SPH_744_personal.pdf: Oficio número 22804001010001L/3786/2025 de fecha catorce de agosto de dos mil veinticinco, suscrito por el Jefe de Departamento de Administración y Desarrollo Personal en el que informó que se realizó una búsqueda exhaustiva en archivos y bases de datos con los que cuenta este Departamento a mi cargo y específicamente en el Departamento de Servicios en las Ciencias Aplicadas al Deporte, no se encontró registros de ninguna servidora pública de nombre “Sayra”.
Asimismo, informo que se realizó una consulta en el Sistema Integral para la Gestión Administrativa del Personal y la búsqueda arrojó 22 registros, por lo que se requiere que el solicitante amplíe o precise los datos proporcionados para que este Departamento se encuentre en posibilidad de realizar una nueva consulta que le permita dar cumplimiento a la información requerida.

· RESPUESTA_SPH_744_deporte.pdf: Oficio número 228C4401A/208/2025 de fecha catorce de agosto de dos mil veinticinco, suscrito por el Encargado del Despacho del Instituto del Deporte del Estado de México, mediante el cual informó que no es jurídicamente viable atender la solicitud referida, toda vez que la falta de datos mínimos de identificación, como el nombre completo de la persona en cuestión, imposibilita de manera objetiva y material la localización de registro alguno en los archivos institucionales.
Cabe señalar que la ambigüedad en la solicitud, al no satisfacer el estándar mínimo de precisión exigido por la normatividad aplicable, limita las posibilidades reales de búsqueda documental, y genera una carga administrativa innecesaria, sin fines claramente definidos, situación que esta Dirección General debe atender con el debido rigor y respeto a los principios de legalidad y certeza.

3. Interposición del recurso de revisión. Inconforme con la respuesta del Sujeto Obligado la parte Recurrente interpuso recurso de revisión a través del SAIMEX en fecha veintinueve de agosto de dos mil veinticinco, a través del cual expresó lo siguiente:

Acto impugnado. 
“I. ACTO IMPUGNADO La respuesta contenida en el oficio número 22800007010000S/1898/UT/2025 de fecha 08 de agosto de 2025, suscrito por el Mtro. José Manuel Sotomayor Landecho, Encargado del Despacho del Instituto del Deporte del Estado de México, mediante el cual se niega la entrega de información respecto a la persona identificada como “Sayra”, bajo el argumento de carecer de datos mínimos de identificación, alegando ambigüedad de la solicitud.” 

Motivos de inconformidad. 
“II. MOTIVOS DE INCONFORMIDAD Existencia de hechos notorios y públicos omitidos: El propio sujeto obligado reconoce que la persona llamada “Sayra” desempeña funciones dentro del área de Servicio a las Ciencias Aplicadas al Deporte, con acceso a información sensible y confidencial de los padecimientos de los deportistas. No obstante, en la respuesta se señala que no se encontró registro alguno en los archivos institucionales y que no está en la nómina, lo cual genera una contradicción evidente. Violación al Principio de Máxima Publicidad (artículos 6º Constitucional y 12 de la Ley de Transparencia): Al negarse la información bajo pretexto de ambigüedad, se transgrede la obligación de los sujetos obligados de realizar una búsqueda exhaustiva y razonable, no limitada a bases de datos salariales, sino también a contratos por honorarios, convenios de colaboración, o cualquier otro instrumento jurídico que explique la presencia de dicha persona en un área institucional. Acceso indebido a datos confidenciales (artículos 3, fracción XXXIX y 113 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como la Ley de Protección de Datos Personales): Se evidencia un posible manejo irregular de datos sensibles, toda vez que una persona que no está vinculada laboralmente de forma formal con el Instituto tiene acceso a expedientes médicos y de salud de deportistas, lo que constituye una vulneración grave al principio de seguridad y confidencialidad de la información. Posible nepotismo o conflicto de interés: La falta de respuesta documentada sobre el fundamento de la participación de “Sayra” en actividades del área a cargo del Dr. Jorge Luis Reynoso Barbosa podría constituir nepotismo, conforme al artículo 63 Bis de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios. Esta situación no fue atendida en la respuesta, pese a ser parte de la solicitud original. III. FUNDAMENTOS LEGALES La inconformidad se sustenta en lo dispuesto por los artículos 1, 2, 3, 4, 12, 24, 50, 51, 53, 59, 150, 160, 163, 176, 177 y 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como en los principios de máxima publicidad, legalidad, certeza y rendición de cuentas previstos en la Constitución y la Ley General en la materia. IV. PETICIÓN Por lo expuesto, solicito respetuosamente a este Instituto: Se admita la presente inconformidad y se le dé el trámite correspondiente. Se ordene al sujeto obligado entregar información pública en versión pública respecto al régimen laboral, modalidad de contratación, fundamento legal y documentación oficial que justifique la presencia de la persona identificada como “Sayra” en las instalaciones y áreas del Instituto del Deporte del Estado de México. Se determine si existió una vulneración a los derechos de acceso a la información pública y de protección de datos personales de los deportistas. Se dé vista a la autoridad competente en caso de advertirse posibles responsabilidades administrativas vinculadas al nepotismo, acceso indebido a información confidencial o uso indebido de funciones públicas. V. PRUEBAS Copia de la solicitud de información presentada con número de folio 00744/SECTI/IP/2025. Copia del oficio número 22800007010000S/1898/UT/2025, acto impugnado.”

4. Turno. De conformidad con el artículo 185, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el recurso de revisión número 10199/INFOEM/IP/RR/2025, se turnó por el sistema electrónico del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, a la Comisionada Guadalupe Ramírez Peña, para su análisis, estudio, elaboración del proyecto y presentación ante el Pleno de este Instituto.

5. [bookmark: _heading=h.gjdgxs]Admisión del recurso de revisión: En fecha dos de septiembre de dos mil veinticinco, la Comisionada Ponente admitió a trámite el recurso de revisión que ahora se resuelve, dando un plazo máximo de siete días hábiles para que las partes manifestaran lo que a su derecho resultara conveniente, ofrecieran pruebas, formularan alegatos y el Sujeto Obligado presentara su informe justificado.

6. Manifestaciones: De las constancias que integran el expediente electrónico del SAIMEX, se observa que el Sujeto Obligado rindió su informe justificado, el once de septiembre de dos mil veintiséis, ello a través del archivo electrónico “Informe Justificado RR 10199 Solicitud 00744.pdf”, el cual contiene los siguientes documentos: 

· Oficio número 22800007010000S/2184/UT/2025 de fecha diez de septiembre de dos mil veinticinco, suscrito por el Titular de la Unidad de Transparencia, en el que ratifica la respuesta inicial. 

Documento que fue hecho del conocimiento de la parte Recurrente en fecha dieciocho de febrero de dos mil veintiséis, para que manifestara lo que a su derecho resultara conveniente. No obstante, omitió realizar manifestaciones, por lo que se tiene por precluido su derecho para tal efecto. 

7. Ampliación del plazo. En fecha dieciocho de febrero de dos mil veintiséis, con fundamento en el artículo 181, párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se acordó la ampliación del plazo para su resolución.

Este organismo garante no pasa por alto justificar, que el plazo para emitir la resolución en el presente asunto encuentra justificación en el alto número de recursos de revisión recibidos, circunstancia atípica que ha rebasado las capacidades técnicas y humanas del personal encargado de la proyección de las resoluciones a dichos medios de impugnación.

Por ello, es menester precisar que, si bien se ha excedido el plazo para resolver el presente medio de impugnación, de conformidad con la ley de la materia, el plazo para emitir la resolución se encuentra justificado en los elementos para medir la razonabilidad de asuntos conforme a los parámetros establecidos por diversos órganos jurisdiccionales federales, aplicables también en procedimientos análogos, como el que nos ocupa.

Así, en términos de lo que establecen los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los recursos deben ser sencillos y resolverse en el menor tiempo posible, tomando en consideración la dilación total del procedimiento; esto es, en un plazo razonable.

En ese sentido, el legislador fijó los términos procesales en las leyes, de manera general, sin que pudiera prever la variada gama de casos que son resueltos por los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, tanto por la complejidad de los hechos, como por el número de casos que conocen. 

Por ello, excepcionalmente, si un asunto es resuelto con posterioridad a los plazos señalados por la norma debe analizarse la razonabilidad del tiempo necesario para su resolución, atentos a los siguientes criterios: 

a) Complejidad del Asunto: La complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales, el tiempo transcurrido, las características y contexto del recurso. 

b) Actividad Procesal del interesado. Acciones u omisiones del interesado.

c) Conducta de la Autoridad: Las Acciones u omisiones realizadas en el procedimiento. Así como si la autoridad actuó con la debida diligencia.

d)  La afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso: Violación a sus derechos humanos.

De modo que, cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas; o bien, cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional o cuasi jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que es una excluyente de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario, como ha acontecido en el caso que nos ocupa.

Argumento que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 32/92 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “TÉRMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUÓ INDEBIDAMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE CONSIDERÓ EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO.”, visible en la Gaceta del Seminario Judicial de la Federación con el registro digital 205635.

Razones por las cuales cabe concluir que, la resolución al recurso de revisión se solventa hasta esta fecha, debido a que existe una excesiva carga de trabajo en desproporción a la capacidad de los recursos materiales y humanos con que cuenta este Instituto para atender la enorme demanda de usuarios que acuden para que se les garantice su Derecho de acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales, aunado a la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente, la extensión de los escritos y pruebas aportadas y desahogadas por las partes; lo que impide la tramitación de los recursos dentro de los términos legales previamente establecidos por la Ley, por tratarse de causas de fuerza mayor.

Al respecto, también son de considerar los criterios sostenidos por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos rubros y datos de identificación son los siguientes:

 “PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. DIMENSIÓN Y EFECTOS DE ESTE CONCEPTO CUANDO SE ADUCE EXCESIVA CARGA DE TRABAJO.” consultable en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002351.

“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. CONCEPTO Y ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN A LA LUZ DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.”, visible en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002350.

Por ello, este organismo garante comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados, señala que este exceso de plazo legal para resolver el presente asunto, resulta de carácter excepcional.

8. Cierre de instrucción. El veinticinco de febrero de dos mil veintiséis, la Comisionada Ponente determinó el cierre de instrucción en términos de la fracción VI del artículo 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

En razón de que fue debidamente sustanciado el expediente electrónico y no existe diligencia pendiente de desahogo, se emite la Resolución que conforme a Derecho proceda, de acuerdo con los siguientes: 

II. [bookmark: _heading=h.30j0zll]C O N S I D E R A N D O:

Primero. Competencia. El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, es competente para conocer y resolver el presente recurso de revisión interpuesto por la parte recurrente, conforme a lo dispuesto en los artículos 6, apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5, párrafos cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto, fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; Transitorio Cuarto, párrafo segundo del Decreto número 198 de la “LXII” Legislatura del Estado de México; 1, 2, fracción II; 13,  29, 36, fracciones I y II; 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

Segundo. Oportunidad y Procedibilidad del Recurso de Revisión. Previo al estudio del fondo del asunto, se procede a analizar los requisitos de oportunidad y procedibilidad que debe reunir el recurso de revisión interpuesto, previstos en los artículos 178 y 180 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

El recurso de revisión fue interpuesto dentro del plazo de quince días hábiles, previsto en el artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ya que el Sujeto Obligado proporcionó su respuesta a la solicitud de información el veinte de agosto de dos mil veinticinco, y la parte Recurrente presentó su recurso de revisión el veintinueve de agosto de dos mil veinticinco; esto es al séptimo día hábil siguiente en que tuvo conocimiento de la respuesta. 

Al mismo tiempo, tras la revisión del formato de interposición del recurso, se concluye en la acreditación plena de todos y cada uno de los elementos formales exigidos por el artículo 180 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, toda vez que fue ingresado a través del SAIMEX.

Asimismo, resulta procedente la interposición del recurso de revisión al rubro anotado, toda vez que se actualiza las hipótesis previstas en el artículo 179, fracción I de la ley de la materia, que a la letra dice:

“Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas:
I. La negativa a la información solicitada;
…” 

Tercero. Materia de Revisión: De las constancias que integran el expediente electrónico se advierte que el tema sobre el que este Instituto se pronunciará será en determinar si se actualiza la fracción I del artículo 179 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.  

Cuarto. Estudio de fondo del asunto. Es conveniente analizar si la respuesta del Sujeto Obligado cumple con los requisitos y procedimientos del derecho de acceso a la información pública, en atención a que en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en su artículo 4, que dice que toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad, como así lo establece dicha determinación, que a continuación se transcribe para un mejor entendimiento:

“Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico. 
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios 29 como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.
Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.”(Sic)

Esto es, que los Sujetos Obligados tiene la obligación o deber de atender las solicitudes de acceso a la información pública que se les hagan de su conocimiento y proporcionar la información pública que obren en su poder conforme el estado que se encuentra y no hacer un procesamiento de la misma, ni presentarla conforme al interés del solicitante; como así lo establece el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que a la letra dice:

“Artículo 12.- Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.” 

Es decir, que todo sujeto obligado que genere, recopile, administre, procese, archive, posea o conserven, son responsables de la misma teniendo a su vez la obligación de proporcionar la información que se les requiera sin necesidad de resumirla, efectuar procedimientos para obtenerla, calcular y practicar investigaciones; en otras palabras, que los Sujetos Obligados sólo se concretarán a proporcionar la información solicitada que tengan en su poder en el estado que se encuentran, sin necesidad de concretarse al interés o términos específicos del solicitante.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio orientador 03-17, expuesto por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que dice: 
“No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información. Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información”. 

En esa tesitura, el artículo 24 en su último párrafo de la Ley de la Materia, dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el Derecho de Acceso a la Información Pública.

En conclusión, el derecho de acceso a la información pública, consiste en que la información solicitada conste en un documento en cualquiera de sus formas, a saber: expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los Sujetos Obligados; los que, podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico de conformidad con el artículo 3, fracción XI de la Ley de la materia, el cual señala lo siguiente: 

“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
…
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico…” (Sic)

Siendo aplicable, el Criterio de interpretación en el orden administrativo número 0002-11, emitido por Acuerdo del Pleno del Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México “Gaceta del Gobierno”, el diecinueve de octubre de dos mil once, cuyo rubro y texto refieren lo siguiente:

“CRITERIO 0002-11. INFORMACIÓN PÚBLICA, CONCEPTO DE, EN MATERIA DE TRANSPARENCIA. INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 2°, FRACCIÓN V, XV, Y XVI, 3°, 4°, 11 Y 41. De conformidad con los artículos antes referidos, el derecho de acceso a la información pública, se define en cuanto a su alcance y resultado material, el acceso a los archivos, registros y documentos públicos, administrados, generados o en posesión de los órganos u organismos públicos, en virtud del ejercicio de sus funciones de derecho público, sin importar su fuente, soporte o fecha de elaboración.
En consecuencia el acceso a la información se refiere a que se cumplan cualquiera de los siguientes tres supuestos:
1) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea generada por los Sujetos Obligados;
2) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea administrada por los Sujetos Obligados, y
3) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, se encuentre en posesión de los Sujetos Obligados.” (Sic)

Lo anterior, siempre y cuando no se trate de información clasificada como reservada o confidencial, cuya difusión pueda lesionar en interés jurídicamente protegido por la Ley, producir un daño mayor que el interés de conocerse, o bien, generar un daño en los derechos de las personas, debiendo tener audacia los Sujetos Obligados para cuidar esta información a través del acuerdo clasificatorio del comité de transparencia y la versión pública que emita el servidor público habilitado de cada Sujeto Obligado; como así se establece en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

En el mismo tenor, los artículos 6 apartado A, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 5 fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, establecen que toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por las razones previstas en la Constitución Federal por interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes de la materia.

Ahora bien, del análisis a la solicitud de información, motivo del recurso de revisión que ahora se resuelve, se advierte que la parte Recurrente requirió al Sujeto Obligado le proporcionara, información consistente en lo siguiente:

1. Régimen laboral bajo el cual se encuentra vinculada la persona identificada como Sayra (doctora o médico), de quien se desconocen apellidos, y que ha desarrollado actividades en el área denominada “Servicio a las Ciencias Aplicadas al Deporte”. 
2. Fundamento o explicación documental de por qué el Dr. Jorge Luis Reynoso Barbosa, titular del área, permitió que dicha persona se involucrara en la información generada por el departamento a su cargo, considerando que es de carácter delicado y confidencial conforme a la Ley de Transparencia y la Ley de Protección de Datos Personales. Solicito que la información esté sustentada con documentos oficiales que acrediten dicho régimen laboral, omitiendo datos personales no indispensables. 
3. Mencione que vinculo personal o sentimental, tiene el Dr. Antes mencionado, si no está incurriendo en el nepotismo. 

En respuesta, el Jefe de Departamento de Administración y Desarrollo Personal informó que realizó una búsqueda exhaustiva en archivos y bases de datos con los que cuenta y específicamente en el Departamento de Servicios en las Ciencias Aplicadas al Deporte, no encontrando registros de ninguna servidora pública de nombre “Sayra”. Asimismo, hizo del conocimiento que realizó una consulta en el Sistema Integral para la Gestión Administrativa del Personal, misma que arrojó 22 registros, por lo que requiere que el solicitante amplíe o precise los datos proporcionados para que dicho Departamento se encuentre en posibilidad de realizar una nueva consulta que le permita dar cumplimiento a la información requerida.

Por su parte el Encargado del Despacho del Instituto del Deporte del Estado de México informó que, no es jurídicamente viable atender la solicitud, toda vez que la falta de datos mínimos de identificación, como el nombre completo de la persona en cuestión, imposibilita de manera objetiva y material la localización de registro alguno en los archivos institucionales.

Derivado de ello, el hoy Recurrente se inconformó medularmente por la negativa de la información.

Es así que, el Recurrente no realizó manifestaciones, alegatos o pruebas que a su derecho convinieran y por su parte el Sujeto Obligado rindió su informe justificado en el que ratificó la respuesta. 

Una vez expuestas las posturas de las partes, conviene entrar al estudio de la naturaleza de la información, con la finalidad de señalar si con la información entregada por el Sujeto Obligado en respuesta colma o no la pretensión del particular. 

Asimismo, es de precisar que de las constancias que obran en el expediente se logra vislumbrar que el Sujeto Obligado, turnó la solicitud de información a la unidad administrativa que considero competente, a saber el Departamento de Administración y Desarrollo Personal y el Despacho del Instituto del Deporte del Estado de México, quienes de conformidad con el Manual General de Organización de la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y el Reglamento Interior del Instituto del Deporte del Estado de México, cuentan con las siguientes atribuciones: 

“Manual General de Organización de la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación
22804001010001L DEPARTAMENTO DE ADMINISTRACIÓN Y DESARROLLO DE PERSONAL
Funciones: 
1. Difundir, vigilar y aplicar la normatividad que en materia de Administración y Desarrollo de Personal, deban observar las unidades administrativas de la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación.
...
3. Gestionar ante la Secretaría de Finanzas los movimientos de altas, bajas, cambio de datos, transferencias, promociones, estímulos, licencias e incidencias de las personas servidoras públicas generales y de confianza de la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación.
4. Integrar y mantener actualizada la plantilla y expedientes de las personas servidoras públicas generales y de confianza de la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación.
5. Informar y asesorar respecto a la forma pago de las percepciones quincenales, aguinaldo, prima vacacional y cualquier otro concepto de sueldo ordinario o extraordinario, así como la obtención del comprobante de percepciones y deducciones de las personas servidoras públicas generales y de confianza de la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación
6. Gestionar ante el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, los movimientos de alta o baja de las personas servidoras públicas generales y de confianza.
… 
Reglamento Interior del Instituto del Deporte del Estado de México
Artículo 11. La persona titular de la Dirección General tendrá las atribuciones siguientes:
….
XI. Someter el Reglamento Interior y el Manual General de Organización del Instituto a la aprobación del Consejo Directivo, previa validación de las instancias competentes en la materia;
XII. Proponer al Consejo Directivo los nombramientos, licencias y remociones de las personas titulares de las direcciones de área del Instituto;
XIII. Nombrar y remover a las personas servidoras públicas del Instituto, cuyo nombramiento y remoción no esté determinado de otra manera;
XIV. Someter a la autorización del Consejo Directivo los programas de trabajo y los anteproyectos de presupuesto anual de ingresos y de egresos del Instituto e informarle sobre su ejecución y cumplimiento;…”
(Énfasis Añadido)

De lo anteriormente expuesto se advierte que el Departamento de Administración y Desarrollo de Personales el órgano encargado de coordinar y controlar la administración de los recursos humanos, así como integrar y mantener actualizada la plantilla y expedientes de las personas servidoras públicas generales y de confianza de la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación, mientras que la Dirección General del Instituto del Deporte del Estado de México cuenta con atribuciones para nombrar y remover a las personas servidoras públicas del Instituto. 

Es así que, de las constancias que obran en el expediente electrónico del recurso en comento, se advierte que el Sujeto Obligado, siguió el procedimiento establecido por el artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, al turnar la solicitud al área en la que podría obrar la información, de conformidad con la fracción XXXIX del artículo tercero de la legislación local vigente en materia de transparencia, el Servidor Público Habilitado es el competente para apoyar, gestionar y entregar la información: 

“XXXIX. Servidor público habilitado: Persona encargada dentro de las diversas unidades administrativas o áreas del sujeto obligado, de apoyar, gestionar y entregar la información o datos personales que se ubiquen en la misma, a sus respectivas unidades de transparencia; respecto de las solicitudes presentadas y aportar en primera instancia el fundamento y motivación de la clasificación de la información…” (Sic)

En este orden de ideas, se advierte que efectivamente la Unidad de Transparencia cumplió con lo expresado en el artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual menciona lo siguiente:

“Artículo 162. Las unidades de transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.”(Sic)

Así y conforme a lo establecido en párrafos anteriores, el Sujeto Obligado cumplió con el procedimiento de búsqueda establecido en el artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, pues turno la solicitud de información al Departamento de Administración y Desarrollo de Personal y a la Dirección General de Cultura Física y Deporte, al ser las unidades administrativas competentes encargadas de integrar y mantener actualizada la plantilla y expedientes de las personas servidoras públicas generales y de confianza de la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación. 

Dicho lo anterior, se procede al estudio de la información solicitada, al tenor de lo siguiente:

· Régimen laboral bajo el cual se encuentra vinculada la persona identificada como Sayra (doctora o médico), de quien se desconocen apellidos, y que ha desarrollado actividades en el área denominada “Servicio a las Ciencias Aplicadas al Deporte”.

Sobre el tema solicitado dentro de la Ley del Trabajo de Los Servidores Públicos del Estado y Municipios, en su artículo 5 se establece lo siguiente:  

“ARTÍCULO 5.- La relación de trabajo entre las instituciones públicas y sus servidores públicos se entiende establecida mediante nombramiento, formato único de movimiento de personal, contrato o por cualquier otro acto que tenga como consecuencia la prestación personal subordinada del servicio y la percepción de un sueldo.” (Sic)

En donde da la posibilidad a la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación, que para acreditar la relación laboral con sus servidores públicos, se tendrá por establecida a través del nombramiento, formato único de movimiento de personal, contrato o por cualquier otro acto que tenga como consecuencia la prestación personal subordinada del servicio y la percepción de un sueldo; es decir, que el Sujeto Obligado puede acreditar la relación laboral de sus servidores públicos con contratos.

Por su parte, los artículos 48, 49 y 50 de la referida Ley, establecen que para que se dé inicio a la prestación de servicios se requiere tener conferido el nombramiento, contrato respectivo o formato único de Movimientos de Personal, tal y como se inserta a continuación:

“ARTÍCULO 48. Para iniciar la prestación de los servicios se requiere: 
I. Tener conferido el nombramiento, contrato respectivo o formato único de Movimientos de Personal; 
II. Rendir la protesta de ley en caso de nombramiento; y 
III. Tomar posesión del cargo.
CAPITULO II
De los Nombramientos
ARTÍCULO 49.- Los nombramientos, contratos o formato único de Movimientos de Personal de los servidores públicos deberán contener:
I. Nombre completo del servidor público; 
II. Cargo para el que es designado, fecha de inicio de sus servicios y lugar de adscripción; 
III. Carácter del nombramiento, ya sea de servidores públicos generales o de confianza, así como la temporalidad del mismo; 
IV. Remuneración correspondiente al puesto; 
V. Jornada de trabajo; 
VI. Derogada; 
VII. Firma del servidor público autorizado para emitir el nombramiento, contrato o formato único de Movimientos de Personal, así como el fundamento legal de esa atribución. 

ARTÍCULO 50.- El nombramiento, contrato o formato único de Movimientos de Personal aceptado obliga al servidor público a cumplir con los deberes inherentes al puesto especificado en el mismo y a las consecuencias que sean conforme a la ley, al uso y a la buena fe. 

Iguales consecuencias se generarán para todos los servidores públicos, cuando la relación de trabajo se formalice mediante un contrato o por encontrarse en lista de raya.”
(Énfasis Añadido)

Es así que, para que un servidor público entre en funciones debe tener un nombramiento, contrato o formato único de movimientos de personal, del que se advierte el carácter del nombramiento, ya sea de servidores públicos generales o de confianza, así como la temporalidad del mismo; aunado a ello obliga al servidor público a cumplir con los deberes inherentes al puesto especificado. 

De lo anteriormente expuesto se advierte que el Sujeto Obligado cuenta con atribuciones para generar, poseer y administrar la información solicitada; por lo que, resulta conveniente recordar que la unidad administrativa competente informó que después de realizar una búsqueda exhaustiva en sus archivos y bases de datos específicamente en el Departamento de Servicios en las Ciencias Aplicadas al Deporte, no se encontró registros de ninguna servidora pública de nombre “Sayra”. 

Aunado a ello informó que, realizó una consulta en el Sistema Integral para la Gestión Administrativa del Personal, misma que arrojó 22 registros, por lo que requirió que el solicitante ampliara o precisara los datos proporcionados para que se encontrara en posibilidad de realizar una nueva consulta que le permita dar cumplimiento a la información requerida, motivo por el que la parte Recurrente se inconformó. 

Expuesto lo anterior, este Organismo Garante realizó una búsqueda dentro de la información que tiene publicada el Sujeto Obligado en su Portal de Información Pública de Oficio Mexiquense, con la finalidad de advertir si en efecto la persona referida en la solicitud no forma parte de los servidores públicos que integran el Departamento de Servicios en las ciencias aplicadas al deporte, obteniendo lo siguiente: 

[image: ]
[image: ]

De lo insertado con anterioridad, no se advierte que se encuentre dada de alta alguna servidora pública con el nombre referido en la solicitud dentro del departamento de servicios en las ciencias aplicadas al deporte, esto en atención a lo referido por el propio particular en la interposición a su solicitud de información, al señalar que dicha persona desarrolla actividades en “…el área denominada “Servicio a las Ciencias Aplicadas al Deporte”, lo cual guarda relación con lo referido en respuesta por el área competente; traduciéndose como un hecho negativo y ante un hecho negativo debe decirse que el Pleno de este Organismo Garante ha sostenido que resulta innecesaria una declaratoria de inexistencia en términos de los artículos 19, 169 y 170 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, resultando aplicable la siguiente tesis:

“HECHOS NEGATIVOS, NO SON SUSCEPTIBLES DE DEMOSTRACIÓN. Tratándose de un hecho negativo, el Juez no tiene por qué invocar prueba alguna de la que se desprenda, ya que es bien sabido que esta clase de hechos no son susceptibles de demostración. 
Amparo en revisión 2022/61. José García Florín (Menor). 9 de octubre de 1961. Cinco votos. Ponente: José Rivera Pérez Campos.” (Sic)

Colmando con ello el derecho de acceso a la información pública de la parte Recurrente, máxime, que este Organismo Garante estima conveniente señalar que, en su conjunto, no está facultado para manifestarse sobre la veracidad de la información proporcionada, ya que no existe precepto legal alguno en la Ley de la Materia que permita, vía recurso de revisión, se pronuncie al respecto. Por analogía, sirve de apoyo a lo anterior el Criterio orientador 31-10 emitido por el entonces Instituto Federal de Accesos a la Información y Protección de Datos, que a la letra establece lo siguiente:

“El Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos no cuenta con facultades para pronunciarse respecto de la veracidad de los documentos proporcionados por los sujetos obligados. El Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos es un órgano de la Administración Pública Federal con autonomía operativa, presupuestaria y de decisión, encargado de promover y difundir el ejercicio del derecho de acceso a la información; resolver sobre la negativa de las solicitudes de acceso a la información; y proteger los datos personales en poder de las dependencias y entidades. Sin embargo, no está facultado para pronunciarse sobre la veracidad de la información proporcionada por las autoridades en respuesta a las solicitudes de información que les presentan los particulares, en virtud de que en los artículos 49 y 50 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental no se prevé una causal que permita al Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos conocer, vía recurso revisión, al respecto.”(Sic)

[bookmark: _heading=h.bthx9osptspj]De lo anterior, este Órgano Resolutor procede a confirmar la respuesta del Sujeto Obligado en el presente punto de análisis. 

· Fundamento o explicación documental de por qué el Dr. Jorge Luis Reynoso Barbosa, titular del área, permitió que dicha persona se involucrara en la información generada por el departamento a su cargo, considerando que es de carácter delicado y confidencial conforme a la Ley de Transparencia y la Ley de Protección de Datos Personales. Solicito que la información esté sustentada con documentos oficiales que acrediten dicho régimen laboral, omitiendo datos personales no indispensables, 
· Mencione que vinculo personal o sentimental, tiene el Dr. Antes mencionado, si no está incurriendo en el nepotismo. 

Ante estos pronunciamientos se puntualiza que el derecho al acceso a la información pública constituye una prerrogativa para acceder a documentos o registros de información pública generada o en posesión de los sujetos obligados, motivo por el cual, este Organismo Garante advierte que dichas manifestaciones no son susceptibles de ser tomadas en consideración, toda vez que, no constituyen el ejercicio de un derecho de acceso a la información pública, sino más bien el ejercicio de un derecho de expresión, cuya finalidad consiste en poner en contexto su solicitud de información, no obstante se trata de manifestaciones sobre las cuales este Instituto no está facultado para pronunciarse.

Ahora bien respecto a estos puntos en los que requiere los motivos por los cuales el Titular del área permitió que dicha persona se involucrara en la información generada por el departamento a su cargo, así como mencionar la existencia de un vínculo personal o sentimental, se advierte que la pretensión del ahora Recurrente es obtener un pronunciamiento específico respecto a una situación en particular, situación por la cual nos lleva a recordar que el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, establece que los sujetos obligados únicamente están constreñidos a entregar los documentos que obren en sus archivos en el estado en que estos se encuentren, lo que no comprende entregar la información conforme al interés del solicitante.  

Robustece lo anterior, el Criterio orientador 03/17 emitido por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, el cual establece lo siguiente: 

No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información. Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.

Por otro lado, es importante mencionar que el requerimiento del particular es tendiente a obligar a la autoridad a que actúe en el sentido de contestar lo solicitado, lo cual no es factible atenderse vía acceso a la información pública. 

Es por lo anterior que se advierte que esta parte de la solicitud no constituye un derecho de acceso a la información y por lo tanto, no es atendible mediante una solicitud de acceso a la información pública, ya que se tratan de una petición del particular, situación que conlleva a afirmar que se está en presencia del ejercicio del derecho a la libre expresión y en todo caso a un derecho de petición. 

A efecto de sustentar lo anterior, es preciso mencionar que David Cienfuegos Salgado, concibe al derecho de petición como “el derecho de toda persona a ser escuchado por quienes ejercen el poder público. [footnoteRef:1]”   [1:  CIENFUEGOS SALGADO David. El Derecho de Petición en México. Ed. Instituto de Investigaciones Jurídica UNAM. México 2004. p. 31] 


De la misma manera, Miguel Carbonell en su libro “Los derechos fundamentales” refiere que el derecho de petición se ha entendido de dos distintitas maneras, a saber: como un derecho fundamental de participación política ya que permite a los particulares trasladar a las autoridades sus inquietudes, quejas, sugerencias y requerimientos en cualquier materia o asunto; y como una forma específica de la libertad de expresión, en tanto que permite expresarse frente a las autoridades. 

De igual manera que el derecho de petición se traduce en la obligación de todos los funcionarios y autoridades de permitir a los ciudadanos de dirigirse a ellos en demanda de lo que deseen expresar o solicitar y responder de dicha demanda por escrito, de forma congruente y en un plazo breve.[footnoteRef:2] [2:  Carbonell, M. (2004). Los Derechos Fundamentales (Primera Edición ed.), México: Instituto de investigaciones Jurídicas.] 


Por otro lado, el autor anteriormente citado, indica que el derecho de acceso a la información pública es el derecho de conocer la información de carácter público que se genera o está en posesión de los órganos del poder público o de los sujetos que utilizan o se benefician con recursos provenientes del Estado, es el derecho que tienen los ciudadanos para acceder a documentos y datos que obren en el poder del gobierno.

Por su parte Ernesto Villanueva define al derecho de acceso a la información pública como la prerrogativa de la persona para acceder a datos, registros y todo tipo de informaciones en poder de las entidades públicas y empresas privadas que ejercen gasto público o cumplen funciones de autoridad, con las excepciones taxativas que establezca la ley en una sociedad democrática.[footnoteRef:3] [3:  VILLANUEVA VILLANUEVA Ernesto, Derecho de la Información, Ed, Porrúa S.A., México. 2006, pág.270.] 


De lo anterior se puede concluir que la distinción entre el derecho de petición y el derecho de acceso a la información descansa, principalmente, en que la pretensión del peticionario consiste generalmente en obligar a la autoridad responsable a que actúe en el sentido de contestar lo solicitado, mientras que en el derecho de acceso a la información pública la pretensión radica en que se permita el acceso a datos y todo tipo de documentación que tenga el carácter de información pública, que sea generada, administrada o se encuentre en posesión de los considerados Sujetos Obligados por la Ley de la Materia.

Por ello, en virtud de los argumentos expuestos con anterioridad no es posible atender vía acceso a la información los puntos en análisis. 

[bookmark: _heading=h.ji4bclg6fhs9]En consecuencia, de todo lo anterior, y una vez analizada las constancias que integran el expediente en que se actúa, lo procedente es confirmar la respuesta del Sujeto Obligado. No obstante, se dejan a salvo los derechos de la parte Recurrente para que presente una nueva solicitud de información con la finalidad de solicitar lo que a su derecho corresponda.

Así, con fundamento en lo prescrito en los artículos 5 párrafos cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto, fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; Transitorio Cuarto, párrafo segundo del Decreto número 198 de la “LXII” Legislatura del Estado de México; 2, fracción II; 29, 36 fracciones I y II; 176, 178, 181, 185 y 186 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Pleno:

III. R E S U E L V E:
[bookmark: _heading=h.3dy6vkm]
Primero. Resulta infundado el motivo de inconformidad aducido por la parte Recurrente en el recurso de revisión 10199/INFOEM/IP/RR/2025; por lo que, en términos de los argumentos señalados en el Considerando Cuarto se Confirma la respuesta emitida por el Sujeto Obligado.

Segundo. Notifíquese vía SAIMEX la presente resolución a la Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para su conocimiento, lo anterior en términos del artículo 189 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Tercero. Notifíquese, vía SAIMEX a la parte Recurrente la presente resolución y hágase del conocimiento que en caso de que considere que la presente resolución le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
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